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PEREIRA - RISARALDA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, mayo veintiuno de dos mil nueve. 
Acta número 0030 de mayo 21 de 2009 

Hora: once y treinta de la mañana (11:30 a.m.)
En la fecha y hora señaladas, se da inicio a la audiencia pública dentro de la que habrá de resolverse el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, el 12 de diciembre de 2008, en el proceso ordinario que HORTENSIA ARANA CASTAÑO promueve en contra de el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES SECCIONAL RISARALDA.
En sesión previa, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó el magistrado ponente, el cual corresponde a la siguiente,

SENTENCIA   

Contando con la asesoría de mandatario judicial, pretende la señora Arana Castaño que se declare que le asiste el derecho a la reliquidación de su ingreso base de liquidación, con base en el promedio de ingresos de toda la vida laboral, conforme al artículo 21 de la Ley 100 de 1993, debidamente indexado; que se le reconozca de manera retroactiva al 7 de mayo de 2004; los intereses de mora, la indexación, lo ultra y extra petita y las costas del proceso. 
Tales pedimentos encuentran apoyo en los hechos que pasan a sintetizarse:

Mediante Resolución No. 5187 del 13 de septiembre de 2005 la entidad demandada le reconoció a la promotora del litigio pensión de vejez. El 19 de septiembre de 2007 la entidad modificó tal resolución fijándole un nuevo valor de la mesada, tomando como base el promedio de lo devengado o cotizado durante el tiempo que le hacía falta para adquirir el derecho, desconociendo que para el 1 de abril de 1994 le faltaban más de 10 años para cumplir los requisitos para acceder a la pensión de vejez, quiere decir que debió calcular el salario base de liquidación para establecer el monto de la mesada teniendo en cuenta el promedio de lo devengado o cotizado durante todo el tiempo, tal como lo señala el artículo 21 de la Ley 100 de 1993. La pensión de la actora se fundamentó en la Ley 71 de 1988 ya que se encontraba en régimen de transición.  
La demanda fue admitida por medio de auto el 4 de junio de 2008, ordenándose el traslado a la accionada, la que una vez notificada dio respuesta a la demanda, a través de apoderado judicial, aceptando los hechos descritos en libelo y aclarando que la pensión se concedió bajo las medidas legales vigentes; agregó que no le asiste derecho pretendido por la demandante, toda vez que no tiene más de 1250 semanas cotizadas en toda su vida laboral. Se opuso a todas las pretensiones y excepcionó “Prescripción”, “Inexistencia de las obligaciones demandadas”, “Cobro de lo no debido” y “Buena fe”. 
Se celebró la audiencia de que trata el artículo 77 del Estatuto Procesal Laboral, sin que fuera posible llegar a un acuerdo conciliatorio, se fijó el litigio, procediéndose en primera audiencia el decreto de las pruebas solicitadas por las partes, las cuales se practicaron y allegaron a la actuación.

A continuación se emitió el fallo que puso fin a la primera instancia, en la que el Juez despachó desfavorablemente las pretensiones, al encontrar que el texto de la disposición que reclama la actora le sea aplicada, concretamente su inciso segundo, sólo establece la posibilidad de tener en la cuenta el promedio del ingreso base, ajustado por la inflación y calculado sobre los ingresos de toda la vida laboral del trabajador, siempre y cuando se hayan cotizado 1250 semanas como mínimo y la demandante cotizó solo 1153 semanas.
Dicha decisión fue recurrida por el apoderado judicial de la parte demandante, quien lo sustentó en debida forma y con los siguientes argumentos:
Manifiesta que el despacho analizó superficialmente las pretensiones, toda vez que el juzgador se limitó a concluir que al demandante no le asistía el derecho de acceder a la reliquidación de las mesada pensional, por lo tanto se evidencia que no se tuvieron en cuenta algunos periodos que fueron efectivamente pagados por la demandante de manera oportuna y que afectan la liquidación del ISS. Además el error involuntario en que incurrió la entidad accionada, tiene como resultado el desconocimiento de derechos que realmente tiene la afiliada, bien sea porque se encuentra dentro de parámetros de una norma anterior o porque le es inaplicable normas posteriores que le desfavorecen, por esto se dice que sólo se requiere analizar la hoja de prueba que allegó el ISS para concluir que la normatividad aplicada para liquidar la mesada pensional no es la que más beneficia a la pretensora y por lo tanto surge la obligación por parte de la entidad de subsanar el error.     
Concedida la alzada por el Juzgado Cuarto Laboral de esta ciudad, habida cuenta del impedimento expresado por la titular del Tercero Laboral, se remitieron las diligencias a esta Sala, donde se dispuso el trámite propio de la instancia.
Se dispone la Sala a resolver lo que corresponda, con base en las siguientes, 
CONSIDERACIONES
Competencia.

Radica en esta Colegiatura, en virtud de los factores territorial y funcional, de conformidad con lo enunciado en los artículos 5º y 15 literal b) ordinal primero del Estatuto Procesal Laboral.

Problema jurídico.

El motivo de debate en el presente asunto, se sintetiza en determinar si es posible la aplicación de lo normado en el artículo 21 de la Ley 100 de 1993, respecto a la obtención del ingreso base para liquidar la pensión de la actora, con base en los salarios sobre los cuales cotizó en toda la vida.

Para la solución de dicho asunto, resulta pertinente traer a colación el texto literal de la norma referida:

“INGRESO BASE DE LIQUIDACIÓN. Se entiende por ingreso base para liquidar las pensiones previstas en esta ley, el promedio de los salarios o rentas sobre los cuales ha cotizado el afiliado durante los diez (10) años anteriores al reconocimiento de la pensión, o en todo el tiempo si este fuere inferior para el caso de las pensiones de invalidez o sobrevivencia, actualizados anualmente con base en la variación del índice de precios al consumidor, según certificación que expida el DANE. 
Cuando el promedio del ingreso base, ajustado por inflación, calculado sobre los ingresos de toda la vida laboral del trabajador, resulte superior al previsto en el inciso anterior, el trabajador podrá optar por este sistema, siempre y cuando haya cotizado 1250 semanas como mínimo”.  –negrillas y subrayas para destacar-. 

Establece el canon trascrito, las posibilidades para la obtención del IBL de las pensiones fundamentadas en la Ley 100 de 1993 y sus modificaciones postreras, lo que trasluce en que las pensiones que tienen como fundamento normas anteriores, aplicables por transición –art. 36 ibídem-, no se regulan, por lo menos en la obtención del ingreso base de liquidación, por lo establecido en ese artículo, sino por lo que establece el inciso tercero del canon 36. 
La aplicación del artículo 21, exige el sometimiento enteramente a las disposiciones legales de la Ley 100 de 1993, tanto en lo atinente a la edad, monto de la pensión y densidad de cotizaciones, siendo necesario iterar –entonces- que las pensiones que se sustentan en el régimen transitivo se rigen en lo que disponga el artículo 36 al respecto. Se hace esta precisión al togado demandante, pues según se desprende del contexto del libelo genitor del proceso y del escrito de alzada, su intención es la aplicación del artículo 21 de la Ley 100 de 1993, pero sin perder los beneficios transicionales, mixtura que resulta inadmisible, según las bases filosóficas del sistema y los principios que regulan el derecho laboral y seguridad social, especialmente, el de inescindibilidad que impide la aplicación parcializada de normas.  
Clarificado lo anterior entonces, debe decirse que si lo que pretendía la parte actora en este proceso, era la aplicación integral de la Ley 100 de 1993 y, consecuentemente la obtención de su ingreso base de liquidación, conforme a lo establecido en el artículo 21 –inciso 2º-, esto es, teniendo en cuenta los salarios sobre los cuales se aportó durante toda su vida laboral, tal pedido resulta inadmisible, toda vez que esta norma es clara en señalar que, para ello, es indispensable que se cumpla con una condición, como lo es el monto de cotizaciones que debe exceder de las 1.250 semanas, exigencia que como bien lo resaltó el fallador a-quo, no se cumple en el presente caso, amén que el actor, según la Resolución No. No. 5187 –fl. 7-, apenas cuenta con 1.153 semanas cotizadas (8.074 días), cifra que está muy por debajo de mojón mínimo exigido por el legislador.

Y todas las pruebas que señala el recurrente como “superficialmente analizadas”, apuntan a la realidad ya mencionada, como lo es que la señora Arana Castaño no puede beneficiarse de lo establecido en el artículo 21 de la Ley 100 de 1993 respecto del IBL de toda la vida laboral, por no cumplir con la exigencia mínima de semanas allí señalada. Ni la hoja de pruebas –fl. 47- allegada por el ISS o el texto de la resolución mencionada, permiten inferir cosa distinta a la que, con tino, coligió el dispensador de justicia en primer grado.

Así las cosas, innecesario se torna efectuar mayores disquisiciones sobre el tema, siendo forzosa la confirmación de la decisión revisada.

Las costas en esta sede, al tenor de lo expresado en el artículo 392, numeral 3º del Estatuto Procesal Civil, estarán a cargo de la parte actora.     
Por lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley 
FALLA
CONFIRMAR la decisión revisada. 
Costas en esta sede a cargo de la parte actora.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la  presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON 
                   HERNÁN MEJÍA URIBE

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria
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